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CDHDFí!/121/A2CAP/13/D2020 y su acumulado
CDHDF '1/121/AZCAP/13/D317S

Caso
Joven detenido arbitrariamente pos elementos de la
Secretaria de Seguridad Pública del Distrito Federal.

Personas peticionarías
Cristina Gjeda Díaz
Federico Anaya Gallardo

Persona agraviada
Marduk Chimalli Hernández Castro.

Autoridades responsables
Secretaria de Seguridad Pública del Dislrito Federal
Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal

Derechos humanos violados
i. Derecrió a la libertad y seguridad personales.
t!. Derecho al acceso a la justicia y al debido proceso

en particular, et derecho a una defensa adecuada.

Autoridades responsables.

Err la Ciudad de México, Distrito Federal a los 31 días del mes de marzo de 2014, una vez concluida la
investigación de ios hechos que motivaron tos expedientes de queja citados al rubro, la Primera Visitaduria
General de ía Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (en adelante la 'Comisión" o "CDHDF")
formuló el proyecio que. aprobado por la suscrita, en términos de lo establecido por ios artículos r y 102
apartado B de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante "Constitución"): 2,3,
5, 6, 16, 17 fracciones I. II y IV; 22 fracciones IX y XVI: 24 fracción IV , 46. 47, 43, 49, 60, 51 y 52 de la Ley
de la Comisión de Derechos Humanos de) Distriio Federal, asi como en los artículos 82, 119, 120, 136 ai
142, y 144 de su Reglamento interno, constituye la Recomendación 1/2014 que se dirige a las
autoridades siguientes:

Secretario de Seguridad Pública del Distrito Federal, Doctor Jesús Rodriguez Almeida
nombramiento de conformidad con lo dispuesto en bs artículos 21 y 122 Apartado C. Base Quinta, punto
E de la Constitución; 34 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federa!; 3o 4 11 y 3" de la Ley Orgánica de la
Secretaria de Seguridad Pública del Distrito Federal; 15 fracción X y el último párrafo de dicho articulo, asi
como 16 de Ja Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal 3°,7a, 3e y 57 del Reglamento
Interiordéla Secretaria de Seguridad Púbisca del Distrito Federal,

Procurador General de Justicia del Distrito Federal, Licenciado Rodolfo Ríos Garza nombramiento
de conformidad con lo dispuesto en ¡os articulo 21 y 122 Apartado C Base Quinta, punto D de la
Constitución: 10 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, 1 y 2 de la Ley Orgánica de ia Procuraduría
General de Justicia del Dislrito Federal, 15 último párrafo de la Ley Orgánica de fa Administración Pública
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del Distrito Federa!; y 1 det Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del
Distrito Federal

Confidencialidad de datos personales de tas personas peticionarías y agraviadas.

De conformidad con los artículos 6" apartado A. fracción II y 16 párrafo segundo de la Constitución Política
de ios Estados Unidos Mexicanos; 6 de la Ley de ía Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal;
2 y 5 de la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal. 4 fracción II, Vil, VIII. XV, 36 y
38 fracción Ide la Ley Transparencia y Acceso a la Información Publica del Distrito Federal, en la presente
Recomendación se mencionan los nombres y datos personales de las personas peticionarias y agraviada,
bajo su expreso consentimiento

Desarrollo de la Recomendación.

En cumplimiento con lo establecido en el articulo 139 del Reglamento interno de la Comisión de Derechos
Humanos del Distrito Federal, se procede al desarrollo de cada uno de ios rubros que constituyen ia
presente Recomendación;

I. Relatoria de hechos,

El 27 de marzo de 2013, el señor Costino Ojéela Día; interpuso queja contra servidores públicos de la
Secretaria de Seguridad Pública del Distrito Federal (en adelante la "Secretaria" o 'SSPDF}, la cual se
registró bajo el número de expediente CDHDF/l/121/AZCAP/13/D2020; posteriormente, y por los mismos
hechos el 9 de mayo de 2013 el licenciado Federico Anaya Gallardo, en su carácter de Encargado del
Despacho de la Oficina del Abogado Genera! de la Universidad Autónoma de la Ciudad de México, también
interpuso queja que se registró bajo el número de expediente CDHDF/I/121/AZCAP/13/D3178,
determinándose mediante acuerdo de fecha 17 de junio de 2013 su acumulación,

La CDHDF a partir de la investigación llevada a cabo desprende los siguientes hechos:

• El 15 de marzo de 2013, aproximadamente a las 23:00 horas et joven agraviado Marduk Chimaíli
Hernández Castro iba transitando, en compañía de sus padres, sobre avenida Heliópolis cuando antes
del cruce con la calle de Nubia, en la colonia Claveria. delegación Azcapotzaloo, fue detenido por
policías adscritos a la Secretaria de Seguridad Pública det Distrito Federal, por el presunto robo de un
celular y un par de anillos, que momenlos antes habían asaltado a una mujer cerca de esa zona y el
presunto asaltante iba vestido de manera similar al agraviado.

• Los elementos de la policía preventiva, presentaron al agraviado Marduk Chrmalfi Hernández Castro
ante la autoridad ministerial de la Coordinación Territorial de Seguridad Pública y Procuración de
Justicia AZ-3 el 16 de marzo de 2013. a las 00:42, por el delito de robo a transeúnte con violencia El
agente del Ministerio Público veintitrés horas después ejercitó acción penal en contra del joven,
afirmando hacerse de las probanzas idóneas y suficientes para acreditar la conducta penal que se te
atribuyó.

* El 16 de marzo de 2013, a las 23:45 horas, el agraviado ingresó a las instalaciones del Reclusorio
Preventivo Varonil Norte; sin embargo, no fue hasta las 14 00 horas del 17 de marzo de 2013, que
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formalmente quedó a disposición del Juzgado Séptimo de lo Penai del Distrito Federal. Es decir.
permaneció más de catorce horas interno en un centro de reclusión aun cuando jurídicamente
continuaba a disposición del Ministerio Público de la Coordinación Territorial de Seguridad Público y
Procuración de Justicia AZ-3

• El 21 de marzo de 2013r el Juez Séptimo de lo Penal en él Distrito Federal dictó auto de formal prisión
al agraviado dentro de la causa penal 63/13. Dicho auto fue apelado y decidido a favor dei agraviado
por lo que mediante sentencia de 28 de mayo de 2013 ia Séptima Sata Penal de! Distrito Federal
ordenó la libertad de Marduk Chimalli Hernández Castro ante la insuficiencia probatoria del Ministerio
Público,

II. Competencia de la CDHDF para la investigación de los hechos.

Las instituciones públicas de derechos humanos, como esta Comisión, son medios cuasi jurisdiccionales.
Su competencia está determinada en el articulo 102 apartado B de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos Asi este Organismo forma parte dei conjunto institucional del Estado Mexicano de
salvaguarda de los derechos humanos de las personas que habitan y transitan en la Ciudad de México.

En atención a lo dispuesto en los artículos 102 apartado B de la Constitución Política de ios Estados
Unidos Mexicanos, 2 y 3 de la Ley de ta Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal. 11 de su
Reglamento Interno, así como en la resolución A/RES148/134' relativa a los denominados Principios de
Paris, es un organismo público autónomo con personalidad jurídica y patrimonio propios que tiene por
objeto la protección, defensa, vigilancia, promoción, estudio, educación y difusión de los derechos
humanos, establecidos en el orden jurídico mexicano y en los instrumentos internacionales de derechos
humanos Asi como el combatir toda forma de discriminación y exclusión, consecuencia de un acto de
autoridad a cualquier persona o grupo social.

La CDHDF, bajo estricto respeto ai principio de legalidad, como integrante del sistema cuasijurisdiccional
mexicano es competente para conocer de quejas y denuncias e iniciar Investigaciones de manera oficiosa
por presuntas violaciones a los derechos humanos, cuando éstas fueren imputadas a cualquier autoridad o
servidor público que desempeñe un empleo, cargo o comisión local en el Distrito Federa! o en los órganos
de seguridad ciudadana o de procuración e impartíción de |usticia cuya competencia se circunscriba al
Distrito Federal.

En esa tesitura, la Comisión se declara competente para conocer y pronunciarse respecto a ta presente
investigación;

En razón de materia (ratione materia}* toda vez que en ejercicio de su facultad cuasijurisdiccional recibió.
registró e investigó el expediente de queja que nos ocupa en la presente Recomendación, al considerar
que los hechos denunciados podrían constituir presuntas violaciones al derecho a la libertad y seguridad
personales, reconocidos por la normativídad nacional y por los Iraiados internacionales sobre derechos
humanos

' Principes relativos ai estalulo v iundonamiento Je las instituciones nacionales de pre;ección y premoción de ios derechos
humanos ;Pnnc!pio& de Paris} que establece como responsabilidad cié tos organismos nacionales de protección de derechos
tiumanos ta promoción y defensa de los derechos be las personas be acuerdo con el derecho inlereaaofial de la materia
(Apañado A. punto 3 inciso h}

3



Recomendación 1Í2014

En razón de persona (ratíone personae'i, ya que ios hechos denunciados se atribuyeron a autoridades y
servidores públicos del Distrito Federal, como los sort la Policía Preventiva de la Secretaria de Segundad
Publica del Distrito Federal y la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal

En razón de territorio (ratione ioci} toda vez que los hechos se circunscriben en el territorio del Distrito
Federal.

En ratón del tiempo (ratione tempons). en virtud de que los hechos sucedieron y se denunciaron durante
en el mes de marzo de 2013. periodo en la cual la Comisión ya tenía competencia para conocer de quejas
sobre violaciones a derechos humanos y se encuentra denlro de la temporalidad en la que la CDHDF se
encuentra facultada para conocer dei caso

l!i. Hipótesis de investigación.

Una vez analizados los hechos que originaron el Inició de la queja en el expediente citado al rubro y
establecida la competencia de este Organismo para tomar conocimiento de los mismos, ele conformidad
con los artículos 36, 37. 41. 42 y 43 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal,
se inició el procedimiento de investigación en aras de recabar ios elementos de prueba que permitan a este
Organismo local de derechos humanos concluir, si ios hechos denunciados por las personas peticionarlas
constituyen o no violaciones a derechos humanos. En este sentido se plantearon tas siguientes hipótesis
para la delimitación de la investigación

a Elementos de la Policía Preventiva de fa Secretaría de Segundad Pública detuvieron ilegal e
injustificadamente al joven agraviado, violando con ellos su derecho a (a libertad y segundad
personates.

b Servidores públicos de ta PGJDF no investigaron de manera adecuada las conductas de las cuales se
acusaba ai joven agraviado, limitándose a ejercer la acción penal sustentándose en sólo un lastimón¡o,
sin atender los argumentos del peticionario respecto a ia iíegalidad de su detención, violando con dicha
omisión los derechos al acceso a la justicia y al debido proceso dei agraviado.

IV. Procedimiento de investigación.

A efecto de documentar las hipótesis planteadas por este Organismo, se llevaron a cabo las siguientes
acciones para documentare! caso;

* Entrevistas a actores implicadosen el caso.

Se recabó el testimonio y manifestaciones déla personas agraviada
Se recabaron testimonios y manifestaciones de servidores públicos.
Se recabó ei testimonio y manifestaciones de un testigo de los hechos

• Sofofud de informes da autoridad

Se solicitaron y analizaron los informes rendidos por la Secretaría de Segundad Pública del Distnto Federal
a través de su Dirección General de Derechos Humanos, de la Procuraduría General de Justicia dei Distrito
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Federal a través de su Dirección General de Derechos Humanos; de ta Subsecretaría del Sistema
Penitenciario mediante su Dirección deí Reclusorio Preventivo Varonil Norte- y por el T ribunal Superior de
Justicia del Distrito Federal mediante su Dirección y Orientación Ciudadana y Derechos Humanos (en
adelante DOCDHTSJDF).

* Recopilación de documentos oficiales.

Se revisó y analizó el expediente de averiguación previa FAZ'AZ-3/T1(00337/13-03 que ongtno la causa
pena1 63/2013 radicada en el Juzgado Séplimo Pena! del Distrito Federal y él toca UNiT-579/2013 radicado
en la Séplima Sala Penal en el Distrito Federal

* Recopilación e inspección de contenido de material de audio y de geolocalización,

Se solicitó e inspeccionó el contenido de las radiocomunicaciones de Ja frecuencia de la Unidad de
Protección Ciudadana "Claveria" de la Secretaria de Segundad Pública del Distrito Federal

Se solicitó e inspeccionó el contenido del Sistema de Posiclonamiento Gfobal (por sus siglas en ingles
GPS) relativo a las unidades P10-10 y P10-24.

ÿ Valoración de Impacto Psícosodaf e informe psicológico

La Dirección de Atención Psicosociai de esta Comisión realizó la opinión psicológica de los síntomas e
impactos psicosociales expuestos por Mardufc Chimalli Hernandez Castro en las diferentes esferas que
componen su vida, asociados al evento traumático de que fue victima.

V. Evidencia

Esta Comisión recabó la evidencia en que se basa y fundamenta la presente Recomendación, dicha
evidencia se encuentra detallada en el documento denominado Anexo.

VI. Derechos violados,

Conforme al artículo 1o de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos las personas gozan de
los derechos humanos y garantías reconocidos en la propia Constitución y en los tratados internacionales
de los que el Estado Mexicano forma parte. En ese sentido, las normas relativas a los derechos humanos y
sus garantías deben interpretarse de conformidad con ta Constitución y con ios tratados internacionales en
Ja materia, favoreciendo en todo tiempo a las personas con ta protección más ampila, esto es observando'
en lodo momento el principio pro persona?

- Ei prrcipio pro persona se define como 'nn criteno hermenéutica que mfoTma lodo el üeíeóho Internacional de tes Derechos
Humanos. virtud de 1 cual se debe acudir a la norme más amplia cala mierpfelaaón Tras extensiva cuando se trata de
reconocer derechos protegidos. e inversamente a la norma o a ta interprelación más restringida cuando se traía de establecer
restricciones permanentes at ejercicio de los derechos o sus suspension exlraofriinaria7: en Cod. Pinte Mónita "El principio pro
fumino, Criterios de hermenéutica y pautas para la regulacló,i de los derechos humanos en: La aplicación de los tratado* de
derechos humanos por los tribunales locales", pagina 163; Cejiirc de Estudios Legales y Sociales. CELS. Buenos Aires,
Argentina, Editenal Del Puerto. 1997. citado por SaMoü Fabián. LUn artélfeis (teste el principio pro persona sobro el valor
¡ufiüicQ te las decisiones da la Comisión Inierawericmia de Derechos Humanos . en 'En defensa de la CónsfrftíciiaM tibro
bomenaie a Germán Btíarí Campos*. pégunas ritM55;«t Edm. BuenosAimArgentina. 2003.
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De igual forma, el articulo 1° expresamente establece Jas obligaciones de todas las autoridades de
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, de conformidad con los principios de
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad En consecuencia, el Estado debe prevenir.
investiga:, sancionar y reparar fas violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la
ley,

Es asi como las disposiciones de derechos humanos establecidas en tratados internacionales y ia
interpretación que de las mismas formulen ios órganos internacionales autorizados para ello, son de
aplicación directa por parte de !as autoridades nacionales a nivel federal y local sin necesidad de una ley
que reconc2ca su vigencia y aplicabilidad.

De ahí que el derecho internacional de tos derechos humanos sea fundamental para la interpretación de
los derechos que esta Comisión ha determinado como violados en fa presente Recomendación.

Vf,1. Derecho a la libertad y seguridad personales,

Ei derecho a la libertad personal está reconocido en diferentes tratados de derechos humanos y en ía
Constitución Con relación a los instrumentos internacionales, ef principal y primer documento en
reconocerlo es la Declaración Universal de Derechos Humanos 1 Según ei articulo 9 de la Declaración
'nadie podré ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado' En desarrollo de este articula el Pacto
Internacional de Derechos Civites y Políticos3 [en adelante 'Pacto DCP") y ia Convención Americana sobre
Derechos Humanos' (en adelante la 'Convención Americana") senatari que todas las personas lienen
derecho a la libertad y la seguridad personales y, por lo mismo, nadie puede ser sometido a detención o
prisión arbitrarias. Según estos tratados, las personas sólo pueden ser privadas de su libertad en los casos
establecidos en Ja Constitución y la ley. con arreglo a! procedimiento establecido en ellas

En ei mismo sentido, los artículos 14 y 16 de la Constitución establecen que nadie puede ser molestado en
su persona, ni privada de su libertad, sin que exista previamente una orden fundada y motivada emitida por
autoridad competente, siendo !a única excepción cuando se trate de delito flagrante o caso urgente.

Es decir, el texto constitucional soto establece tres hipótesis normativas por las que el derecho a la libertad
puede ser restringido, siendo éstas: ta detención mediante orden emitida por autoridad competente, caso
flagrante o caso urgente. En este ultimo caso se deberá estar a lo establecido en los artículos 266 y 268
del Código de Procedimientos Penales para ef Distrito Federal que establecen que "se entiende que existe
delito flagrante cuando la persona es detenida en el momento cíe esfarfo corrreijenc/o, o bien cuando ef
inculpado esperseguido material e inmediatamente después de ejecutado el delito''1 En ei mismo sentido,
el articulo 16 constitucional dispone que cualquier persona puede detener auna persona en el momento en
que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo comelido.

Aunado a ello, en múltiples Recomendaciones emitidas por esta Comisión alaSSPDFyala PGJDF, se ha
explicado de manera amplia el concepto y contenido del derecho a la libertad personal En concreto ha

7 Adoptada por .3 Asamblea General de '35 Naciones Unidas en su Resolución 217 A (III), "íQ de diciembre oe Í948.
1Artículo § Cabe señalar que Mexico se ftdWrtó a dicho instrumento internacional e" 23 de marzo pe 1981. mismo que enlrc en
vrgor el 23 dejume de 1981
5 Art'cuJo 7 de ía Convención Amentaría sobre Derechos Humanos
1Artículo 2S7 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal
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señalado que este derecho sólo puede se; restringido en virtud de una orden expedida por autoridad
competente, excepto en los casos de flagrancia,

La negación o restricción del derecho a la libertad personal se traduce en la privación de la misma en ese
orden de ideas, la Comisión Iníeramericana de Derechos Humanos (en adelante "ClDl-T) ha definido la
privación de la libertad como cualquier forma de detención, encarcelamiento, inslitucjo naiización, o
custodia de una persona por razones de asistencia humanitaria, tratamiento, tutela, protección, o por
delitos e infracciones a la ley. ordenada o bajo control de facto de una autoridad judicial o administrativa o
cualquier otra autoridad, ya sea en una institución pública o privada '
La violación al derecho a ¡a libertad personal puede traducirse en una detención ilegal o en una detención
arbitraria La detención de una persona es ¡legal cuando se ejecuta al margen de los motivos y
formalidades que establece la ley, sin observar las normas que ésta exige o con fines distintos a los
previstos por la norma vigente, por ejemplo, que no exista una orden previa de detención emitida por la
autoridad que frene competencia para hacerlo La excepción a la preexistencia de una orden judicial se
presenta en los casos de flagrancia, Lo anterior significa que una persona solamente puede ser privada de
su libertad cuando exista una orden judicial fundada en la circunstancia de atribuirse a una persona fa
comisión de un delito o cuando fuera detenido en flagrancia o en casos urgentes, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 16 constitucional.

Para quien realiza una delención en flagrancia, existe ia obligación ríe garantizar a la persona detenida,.
entre varias otras cuestiones, dos derechos (I) a ser informada de ios motivos de su detención; y (II) a ser
llevada sin demora ante la autoridad competente, a fin de que éste adopte las medidas que sean
necesarias en atención al tipo de infracción cometida. El Pacto DCP en su artículo 9 inciso 3 y la
Convención Americana en su articulo 7 inciso 5. señalan que dicha autoridad debe ser "un juez u otro
funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales".

Cabe señalar que respecto al derecho a la libertad, la Corte interameneana de Derechos Humanos ha
señalado que e! artículo ~ de la Convención "consagra garantías que representan limñes al ejercicio de la
autoridadpor parte de agentes del Estado"'' precisando que:

"[Sji bien ¡elEstado] Hene el derecho y ta obligación de garantizar su seguridady el orden publico, su
poder no es ilimitado. pues tiene el deber en iodo momento de aplicar procedimientos conformes a
Derecho y respetuosos de ¡os derechos fundamentales, a todo individuo que se encuentre bajo su
junsdicciórí*

Por tal motivo, ia Corte ha determinado que el Eslado debe cumplir con un aspecto material y formal al
momento de realizar una restricción a la libertad personal, ya que de no ser asi, tal restricción seria
arbitraria o ilegal. £n consecuencia, la detención debe darse únicamente por las causas y en las
condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Politicas o por ¡as leyes dictadas conforme a ellas

CIDrl 'Principios y Buenas Prédicas sobre fe Protección de fes Personas Pnvadas de bbenadsji fes ¿níé/feas" documento
aprobado por la Comisfon en su 13 Periodo Ordinario de Sesiones celebrado del 3 al 14 de ma?;® de 2006.
s Corle IDH Caso Sarvellón García y otros Vs Honderas Sentencia de 2 1 de septiembre de 2006. Sene C No T52, párrafo 88
r' Caso Golacio. Sentencia de te de septiembre de 2003. Sede C No IDO. párrafo 124 Caso Joan Humberto Sánchez
Sentencia de 7 de (tmfo de 2003 Sene C No 99. párrafo Sfi Caso Klairt-, Constantino y Benjamín y otros. Sentencie de 21 de
juntó de 2002 Sébe C No. 94. pámaío lQl: y Caso Servsildn García y otros Vs Honderos Sentencia de 2t de septiembre de
2006 Sene C No. 752. parraío ¿6.
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T

(aspecto material), y además, con estricta sujeción a los procedimientos objetivamente definidos en ía
misma (aspecto formal) in

En relación con el aspecto material ía Corte IDH ha señalado que "nadie puede verse privado de la libertad
sino por las causas, casos o circunstancias expresamente tipificadas en ia ley '1

De igual forma, la Corte Interamerlcana ha señalado que aquellas detenciones que se realizan sin que
medie orden escrita de autoridad judicial competente y no se hayan realizado en una situación constitutiva
de flagrancia son vlolalonas al articulo 7 de ía Convención Americana,'- Por lo que para restringir el
derecho a la libertad personal

"Deben existir indicios suficientes que permitan suponer razonablemente la culpabilidad de ía
persona someficte a un proceso y que la determinación see estrictamente necesaria para asegurar
que el acusado no impedirá el desarrollo eficiente de ¡as j.'ivesicaciones fir eludiré la acción de la
justicia. Al ordenarse medidas res trichvas de la libertades precis# que el Estado fundamente y acredite
la existence, en el caso concreto, de eses requisites exigidos por lo Convención (Negrilla fuera de
texto)

Aunado a lo anterior, el mismo Tribunal ha señalado reiteradamente que en los casos en los que la
detención se hubiese realizado bajo ta hipótesis de flagrancia se debe iru'ormar en el mismo acto a la
persona detenida el motivo de su detención, asi como los hechos que se le imputan, poniéndolo a
disposición de un juez,1í Arribando a la conclusión de que en aquellos casos que la detención no se realice
bajo conforme a las hipótesis normativas contempladas por la legislación interna se contraviene la
observancia dei debido proceso legal, ya que la persona detenida desconoce los derechos a la protección
de la ley y se omite el control judicial.14

Por otra parte, en relación con el aspecto formal de la detención la Corte ha señalado que nadie puede ser
sometido a detención o encarcelamiento por causas y métodos que —aún calificados de legales— puedan
reputarse como incompatibles con el respeto a los derechos fundamentales del individuo por ser, entre
otras cosas, irrazonables, imprevisibles o faltos de proporcionalidad.1ÿ

1,1 Corle IDH Case Gaiigaram Panday Vs. Surinam Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia ce 21 de enero de I95rt Sene C
No 15. párrafo 47. Caso García Mto y Ramírez Rojas Vs Perú Excepción Preliminar. Fondo, Reparaciones y Cosías.
Sentencia de 25 de Noviembre de 2005. Sene C No 137. párrafo 105; Caso Servalfon García y otros Vs Honduras Fondo
Reparaciones y Costas. Sentencia ¡fe jy de septiembre de 2000. Sene C No 15?, párrafo 8S". y Corte IDH Caso Ticona Estrada
y oíros Vs. Bolivia Fondo. Reparaciones y Cosías. Sentencia de 27 de noviembre de 2QQfi. Serte C No. 19* párrafo 5"
11 Corte IDH. Caso de los "Niños de ia Calle' (Villacrán Morales y:plras| Vs Guatemala Fondo Sentencia de 19 de noviembre
de 1099, Serie C No 63. párrafo 131 y Caso Gangsram Panday Vs Surinam Fondo. Reparaciones y Costas Sentencia de 21
de eneró de 1994. Sene C No. 16, párrafo 47,
-a Corte IDH Caso Gutiérrez Solar Vu Colombia Sentencia de 12 de septiembre de 2QÓ5. Serie C No 132. párrafo 52
'1Corte IDH Caso Eervelfon García y otros Vs. Honduras Sentencia da 21 de septiembre de ?Q0S. Serie C No í 52, parra-o 90
1,1 Corte IDH Caso Joan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar Fondo. Reparaciones y Cosías Sentencia de
7 de jimio de- 2003. Serie C No 99. párrafo 79
:S Corte IDH Caso de los Hermanas Gómez Paquyaun Vs Perú. Fondo, Reparaciones y Castas. Sentencia de £ de ;uIkj de
2094 Serie C No. itü. párrafo £6. Caso Mañiza Límite Vs Guatemala. Fondo Reparaciones y Costas. Sentenaa de 27 de
noviembre de 2003 Serie C No. 103. párrafo 67; y Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 16
de Septiembre de 2003. Serie C No. 100. párrafo 127
,f- Corte IDH Caso de los "Niños da la Caite (Villagran Moretes y otos) Vs. Guatemala, Fondo Semencia de 19 de noviembre
efe 1999 Soné C no 63 párrafo 131 y Caso Gangaram Panday Vs. Surinam Fondo. Reparaciones y Costas Sentare® de 21
íteenero de 1994 Sene C No. 16. párrafo 47
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En este sentido, de la jurisprudencia de la Cone se desprenden como causas o métodos incompatibles con
el respeto a los derechos humanos la dilación en la puesta a disposición del detenido ante la autoridad
judicial competente17; falta de control judicial de la detención i¿!; la incomunicaciónÿ: no informal" al
detenido ni a sus familiares los hechos por ¡os que se ie consideraba responsable de determinado delito2*,
o bien, no informar de las razones de la detención y acerca de los derechos que tiene el detenido a quienes
ejercen su representación o custodia iegal?1, y la falta de notificación consular"

La Corte ha señalado que el control judicial Inmediato es un medio idóneo para evitar la arbitrariedad de
las deienciones, en los siguientes términos.

'El articulo 7.5 de la Convención dispone que la detención da unapersona sea scmsfj'da sin demora a
una revisiónjudicial, como medio de control idóneo para evitar las detenciones arbitrarias e ilegales.
Tanto ía Corte tnleramericana como la Corte Europea de Derechos Humanos™ han dado especial
importancia 3l pronto control judici&l de las detenciones a efecto de prevenir actos arbitrarios e
Ilegales. Quien es pnvado de libertad Sin controljudicial debe ser liberado o puesto inmediatamente a
disposición de unjuez.''7*

El aspecto formal de la detención a que refiere Ja Corte Interamericana también se encuentra regulado la
Constitución, que en su articulo 16 impone al Ministerio Público la obligación de fundar y motivar !a
detención de una persona, y al Juez que conozca de Ea causa, ia obligación de ratificar la detención
realizada por el agente del Ministerio Público, o en su defecto, ordenar la inmediata libertad de la persona

La CDHDF derivado de la investigación que precedió a esta Recomendación, documentó que la detención
del joven Marduk Chrmalli Hernández Caslro constituyó una detención ¡legal y, por lo tanto, arbitraria
puesto que no se cumplieron con tes causas o condiciones establecidas en te Constitución y las ¡eyes, para
que la misma se pudiera efectuar, esto es, no derivó de una mandamiento por escrito fundado y motivado
emitido por autoridad judicial y tampoco se demostró que dicha detención se haya realizado en flagrancia

' r Corte IDH Caso Garaia Asto y Ramirez Rojas Vs Perú Sentencia de 2 S de noviembre de 2005. Sene C fe 13 7 párrafo 109,
Caso de los Hermanos Gprnez Faquiyauri Vs peré Fondo. Reparaciones y Costas. Sentencie os 8 de juíio de 2004. Serio C
No 110 panalo 86: Caso Jean Humberto Sánchez Vs Honduras Excepción Preliminar Fondo, Reparaciones y Costas
Sentencie (te 7 de junio de 2003. Serie C No. 99 párrafo 79, Caso Diirand y Ligarle Vs Perú. Fondo. Senlencia de 16 de agosto
de 2000 Sene C No 63. párrafo 91 y Caso de los "Niños de la Calfo' {VHIagrán Morales y otros} Vs. Guatemala Fondo
Sentencia de 1& de noviembre de 1999. Serie C No 63, párrafo 133
"E Corte IDH. Caso Garcia Asto y Ramirez Rojas Vs. Perú Sentencia de 25 de noviembre de 2005 Señe C No. 137 párrafo 109
"i Corte IDH. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo Sentencia de 12de noviembre de 1997. Sene C No. 35. párrafo 46.

Cone ICH Caso Joan Hunterto Sánchez Ve Honduras Excepción Pretrnistar, Pondo Reparaciones y Costas Sentenciarle
1de jumo de 2003. Serie C No. 99. párrafo 79
>• Corte IDH Caso Trbi Vs Ecuador Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentenda de 1de septiembre
de 2004. Sene C No 114. párrafo 109
a Ibid., párrafo 112.
-ÿ'Corle IDH Caso Ma/itzia Uihjfia Vs Cuaterna!s Fondo, Reperadonesy Gosias Seufenoa oe 27 de noviembre de 2903 Sene
C No 193 párrafo 73, Caso Juan Humberto Sánchez Vs Honduras. Excepción Preliminar Fondo Reparaciones y Costas
Sentenciarte 7 de jumo de 2003. Sene C No. 99. párrafo 94, Caso Bárnace Veiásqt»? Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25
de noviembre de 2000. Sene C No 79, párrafo 143 y Caso de los "Nidos de la Calle" (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala
Reparaciones y Costas Sentencia de 26 de mayo de 200 1 Serie C No 77 párrafo. 130. Eur Conn HR. Aksoy v Turkey
judgment ol 18 December 1996 Reports of Judgments and Decisions 1996-VI 76, y Em Court H R, Drogan and Others
¡udgment of 29 November 1999 Series A no. 145-0 58.

Corte IDH Caso Mañiza Urretia Vs Guatemala Fondo. Reparaciones y Cosías. Sentencia de 2 7 de noviembre de 2003 Sene
C No. 103. párrafo 73
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{aspecto material). Ademas, ss pudo constatar que no se garantizaron los derechos a conocer las razones
que justificaron ia detención, a ser llevado "sin demora' ante la autoridad competente y al efectivo control
judicial de ía detención (aspecto formal)

Esta Comisión procede a examinar el aspecto material de la detención del agraviado.

De evidencia que Integra la investigación, se pudo constatar que el joven Marrfuk Chlmaiii Hernández
Castro, se encontraba !a noche del 15 de marzo de 2013. transitando en compañía de sus padres sobra
avenrda Heliópolis antes del cruce con ia calle de Nubia, en la colonia Cíaver ¡a. delegación Azcapotzaico.
vistiendo en ese momento el uniforme del deporte que practica (taékwürKfo) pants y chamarra de color
azul25

Según la versión de los policías preventivos Daniel Torres Cazares y Florfberlo Vieyra Castro adscritos al
Sector "Claver ia", el 15 de marzo de 2013, aproximadamente a las 23:00 horas, ías patrullas P10-10 y P10-
24 se encontraban circulando en convoy sobre la calle de Nubia realizando funciones propias de vigilancia
y paírultaje, cuando al llegar a ía esquina de la caJie de Cíavería una mujer (en adelante "persona
denunciante") les hizo señas y solicitó su apoyo, pues argumentó que momentos antes una persona !e
habla robado su teléfono celular y dos anillos y les señaló a una persona que vestía de cotor azul con
blanco que Iba corriendo sobre la calle de Cíavería, por lo que emprendieron persecución 'en forme real y
materia? logrando la detención del joven Marduk Chlmalli Hernández Castre en la calle de Heliópolis y
Norte 89.36

Posteriormente, el 1o de marzo de 2013, a las 00:42 horas, esos mismos policías comparecieron ante el
agente del Ministerio Publico de la Coordinación Territorial de Segundad Pública y Procuración de Justicia
AZ-3 y pusieron a disposición al joven Marduk Chimalli Hernández Castro po-r el delito de robo a transeúnte
con violencia ??

Sin embargo, tas evidencias recabadas por Ja Comisión, particularmente las radiocomunicaciones y la
sábana del Servicio de Atención a Llamadas de Emergencia 066. permitieron demostrar que el joven
Marduk Chlmalli Hernández Castro fue detenido en circunstancias de tiempo modo y lugar distintas a las
manifestadas por los policías preventivos ante la autoridad ministerial, judicial incluso en sus Informes y
declaraciones rendidas en esta Comisión

Lo anterior, es asi, puesto que se documentó que el 15 de marzo de 2013 a las 23:14 horas el Servicio de
Atención a Llamadlas de Emergencia 066 registró una llamada de auxilio por parte de la persona
denunciante, quien señaló haber sido victima de un robo sobre la avenida Clavaría 5 minutos antes, es
decir, a tas 23 09 horas.2* Lo cual se corrobora con el testimonio del propietario de un local comercial de

comida ubicado en las calles de Nubla y Alejandría, quien auxilió a la persona denunciante minutos
después de que fue victima del robo y le prestó un teléfono celular para llamar al servicio de
emergencias23

:í- vet Anexo. evidencias 23 y 26
M Ver Anexo, evidencias 3. 4, 5. 27 y 28
V Ver Anexo, ev 'denaas 3. 4, 5, 27, 28. 37 y ,39

™ Ver Anexo, evidencia 32.
29 Ver Anexo, evidencia 24
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Ahora bien, de la inspección de contenido de tas radiocomunicaciones de! Sector "Claveria" se constató
que siendo las 23:17 horas del 15 de marzo de 2013 se reportó via radio un robo, respondiendo ai llamado
las patrullas. P10-07, P10-10, P1Ü-1S, P10-23 y P10-24 Por lo que a las 23 18 horas se inslruyó a las
patrullas que se avocaran a la búsqueda del probable responsable, quien era persona de sexo masculino
de aproximadamente 19 años de edad que vestía chamarra azul con blanco e iba corriendo hacia la
Glorieta de Clavaría presuntamente con un arma de fuego. 3Í:

Posteriormente, el Centro de Mando de la SSPDF indicó a las palrollas que se ding¡eran al referido local
comercial, puesto que de ahí se había realizado ¡a llamada de emergencia y se encontraba la persona
denunciante. Es por ello, que a las 23:22 horas, los tripulantes de la patrulla P1Q-1Q informaron via radio
que se encontraban en el local comercial y al entrevistarse con la persona denunciante, les informó que el
probable responsable era un joven de aproximadamente 20 arios de edad, complexión delgada, que media
entre 1.60 y 1.65 metros de estatura y que vestía chamarra blanca con azul y gorra blanca. 11

A las 23:24 horas, los Irlpulantes de la patrulla P10-24 solicitaron via radio a la palmita P1Q-1G que se
trasladara a las calles de Heliópofis y Norte 89 A, pues hablan detenido al agraviado FvtarduK Chimalli
Hernandez Castro quien "más o menos da con las características", por lo que pidieron que trasladaran
a la persona denunciante 'a ver sí | ] lo reconoce'

Una vez encontrándose en el lugar de la delencion. siendo las 23:27 horas, los tripulantes de la patrulla
P10-23, entra los que se encontraba el elemento de policía, Carlos Camposeco González, Director de !a
Unidad de Protección Ciudadana 'Clavaria1,33, atendiendo las características físicas que la persona
denunciante proporcionó respecto a quien la robo se hizo la acotación de que Marduk Chimalli era muy
alto en comparación a la estatura aproximada que se habia proporcionado vía radio, textualmente se
afirmó via radio No, está muy alto, este mide más de 1W

Es decir, la Comisión tiene la convicción de que el superior jerárquico de fos tripulantes de las patrullas
P10-1Q y P10-24, tuvo conocimiento de la situación vía radio y acudió al lugar de la detención, donde se
debió haber percatado de que la descripción física de la persona que buscaban no se adecuaba a la del
joven Marduk Chimalli,31 pues en la fe de ropas que realizó la Representación Social y en ei informe de
Policía de Investigación se hizo constar que el agraviado tiene una estatura de 1,84 metros.30

En consecuencia, este Organismo acreditó que los policías tripulantes las patrullas P10-10 y P10-24
respondieron a !a solicitud de auxilio que la persona denunciante realizó via telefónica, y no a una solicitud
directa por parte de dicha persona como afirmaron en sus declaraciones durante el proceso penal y
durante la investigación que realizó este Organismo

Lo anterior, también permite desvirtuar las afirmaciones que realizaron los policías respecto a que una vez "y--...
que recibieron la solicitud de apoyo por parle de ¡a denunciante persiguieron material e inmediatamente37 ai

K Va? Anexp, evrdencia 33
JL ver Anexo, evidencia 33
13 \f<¡< Anexo, evkJertüa 33
uVer anexo, evidencia 42
iJ Ver Anexo, evidencia 33

Ver Anexo, Ovtdencte 33, 37, 40, ¿1 y 43,
w Ver Anexo, evrdertcas $. fl, 29 y 47.
ÿ' Ver Anexo, evidencias 3 y 4
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joven Marduk Chimalli Hernández Castro, pues al no existir una solicitud directa por parle de la
denuncíame no es posible que ésta les hubiera solidiado que lo persiguieran

En este mismo sentido resulta relevante la información que se desprendió de fa inspección de contenido de
la información del Sistema de Posscionarnlento Global (por sus siglas en inglés GPS). correspondiente a las
patrullas P10-10 y P10-24 del dra de Eos hechos. En dichos reportes se advierte que a la hora en que
sucedió el hecho delictivo, esto es a las £3:09 horas aproximadamente las patmilas PtQ-10 y P1Ü-24 se
encontraban en un tugar distinto y lejano al de los hechos, consecuentemente no pudieron circular en
convoy como Jo sostuvieron en sus informes y declaraciones, como adelante se desarrolla ÿ

En particular, a las £3:09 horas los policías Daniel Tomes Cazares y Joel Enrique Domínguez Ruiz,
tripulantes de la patrulla P10-24, se encontraban fuera de cuadrante en la caite de San Mateo, entre
Ferrocarriles Nacionales y Aquilas Serdán, al menos a 2.5 Kilómetros del lugar de los hechos:1- en tanto
gue un minuto después, a las 23:10 horas, las policías Floriberto Vieyra Castro y Eudoxio Hernández
Genitez. tripulantes de te patrulla P10-10. se encontraban en la caite de Heliópofís. entre Maravatio e
Ignacio Allende, a 750 metros del lugar de los hechosÿ

También se pudo constatar que al momento en que se realizó ¡a detención del joven agraviado, las
patrullas P10-10 y P10-24 tampoco circulaban en convoy, como lo afirmaron en sus distintas declaraciones
e informes, pues mientras los tripulantes de ¡a patrulla P1Ü-10, Floriberto Vieira Castro y Eudoxio
Hernández Benrtez4, se entrevistaban con la persona denunciante en el local comercial ubicado en las
callés de Nube y Alejandriaÿ {atendiendo la instrucción que se tes dio via radio), los tripulantes de ta
patrulla P10-24 realizaban la detención de aquét en fas calles de Heiiópotis y Norte 39 A.

En conclusión, bajo estás circunstancias, resulta imposible que los policias tripulantes de tes patrullas PtQ-
10 y P10-24, en particular los policías Daniel Tomes Cazares y Floriberto Vieyra Castro, hubieran realizado
una persecución "en forma real y material" del joven Marduk Chimatii a fin de realizar su detención.
derivado de la flagrancia, pues ni siquiera so encontraban cerca del lugar del robo, ni lo persiguieron como
relataron al Ministerio Público y más grave aún, la descripción del probable responsable no concordaba con
la del agraviado.

Robustece lo anterior, vanas otras contradicciones en tas declaraciones que la persona denunciante rindió
ante te autoridad ministerial y en el juzgado, y las que los policías remitentes realizaron ante la autoridad
ministerial, el juzgado, yen los testimonios e informes que rindieron ante este Organismo

Por un lado, la persona denunciante señaló que posterior a que sucedieron os hechos delictivos de los que
fue victima, vio acercarse una patrulla a la que solicito el apoyo, misma que abordó4i y en la que realizaron
la persecución del probable responsable a quien detuvieron en ta calle de Heliópolte y Palestina pero que
al llegar al lugar, ya se encontraba otra patrulla de la cual desconoce cómo es que llego ahí, precisando
que el policía que realizó fa detención de! [oven agraviado fue Floriberto Vieyra Castro.1'- copifoto en la

-ÿVer Anexo evidencia 32
Ver Anexo evidencia 32.

J - Ver Anexo evidencia 32.

'' Ver Anexo evidencia ¿ y 38
J- Ver Anexo, evidencia 24 31 32 y 33

Ver Anexo, evidencia 2 y 2d.
"Ver Anexo evidencia 26
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patrulla P10-104- Además, en su declaración ante el juzgado indicó que durante la persecución vio a su
esposo caminando y le pidió a los oficiales que se detuvieran para que su esposo subiera a Ja patrulla.
continuando la persecución en compañía de su esposo.46

Por otro lado, el policía Floriberto Vieyra Castro, tripulante de la patrulla P10-10. declaró que después de
que !a persona denunciante le solicitó su apoyo y ésta abordó Ja patrulla iniciaron ta persecución de!
probable responsable, sin detenerse en ningún momento sino hasta el lugar en que realizan la detención,
encontrándose presentes "tos cuatro policías, el joven [Marduk Cblmalli Hernández Castro) y la señora
(persona denunciante)"47, sin hacer mención alguna de que el esposo de ésta se encontrara presente o
hubiera arribado al lugar. Igualmente, el policía Daniel Torres Cazares refirió que é! realizó ia detención del
agraviado y que en ese momento sólo se encontraban presentes 'su compañero y sus dos compañeros de
la otra patrulla y después de como dos minutos llegó elpapé del presunto y que también en dicho fugarse
encontraba la afectada; que no había otras personas másV- Respecto de esto último, vale la pena
recordar que en el momento en que e! agraviado fue detenido, se encontraba transitando en la calle en
compañía de su padre y su madre, lo cual se puede constatar con los testimonios de éstos rendidos en el
proceso penal iniciado en contra del agraviado.4-

Atendiendo a lo anterior, es evidente que las versiones de los hechos que dan los servidores públicos que
participaron en la detención y la rendida por la denunciante no son coincidentes, pues existen
contradicciones notorias en aspectos sustanciales lo que permite cuestionar Ja veracidad de tas mismas
Estas contradicciones fueron en su momento evidenciadas en el dictamen en materia de criminalística que
obra en la causa penal Instruida contra del joven agraviado, en e! que se señaló que existen demasiadas
contradicciones entre lo declarado por la denunciante y tos policías remitentes,50 Según dicho dictamen:

'í - Existen demasiadas contradicciones en ¡o declarado por la C |...¡, víctima y lo declarado por tos
policías remitentes

2 - No existe una fáedtíScación ore/Pie y con certeza y sr existe la duda de! presunto rea/izada por la
victima.

3 - Existe contradicción con rsspecíc aisino de detención delpresunto, asimismo de la ropa que vestía
almomento de ios hechos

4 ÿ Elrecorrido de persecución fue sobre la avenida Clavaria y la detención fue en Heliópolis la cual es
una avenida que se itotoa en forma paralela a Clavaria y no hacen intersección por lanío resulla
incongruente to manifestado por lospolicies remitentes y la víctima.

5.- Desde el punto de vista de ¡a ciencia da la crmnatistica no existen elementos de índole
criminalística que nos indiquen que el C. Marduk Chimalli Hernandez Castro estuvo en el lugar y hora
señalados como el tugar de ios hechos.

4Í Ver Anexo, evidencia 36

* Ver Anexa, evidencia 26

"Ver Anexo, evidencia 4, 27 y 67

"Ver Anexo, evidencia 3, 28 y 69.
'ÿ Ver Anexo, evidencias 19 y 20
55 Ver Anexo, evidencia 60
i'Ver Anexo, evidencia 60

13



3«atE * R«ornendadón 1Í2014

En tal virtud Marduk Chimalli Hernández Casiro fue privado de su libertad en circunstancias de tiempo
modo y fugar absolutamente diferentes a la versión oficial y. por lo tanto, en ningún momento la detención
se materializó en un supuesto de flagrancia ya que como se ha demostrado los hechos que denunciaron
tos policías nunca existieron, por lo que no se cumplió con los presupuestos materiales de la
detención

Aún más. como se ha podido advertir los dichos e informes de los policías de la Secretaria de Seguridad
Pública del Distrito Federal se caracterizan por falla de veracidad, ya que no se asemejan a ta realidad de
fas cosas contraviniendo con ese actuar el principio constitucional de conducirse con honradez; situaciones
que resultan de trascendencia, pues con basa en esos dichos e Informes las autoridad ministerial y
judiciales tomaron sus correspondientes determinaciones respecto al control de legalidad de la detención
del ¡oven Marduk Chimalli Hernandez Castro

A partir de lo anterior, esta Comisión concluye que de forma dolosa los elementos de la SSPDF declararon
con falsedad ante el agente del Ministerio Público a efecto de perfeccionar la hipótesis jurídica de
flagrancia en la detención del agraviado Ello en el entendido de que dichos servidores públicos eran
conscientes de que los hechos no sucedieron como lo declararon ante la Representación Social, y de las
consecuencias que dichas declaraciones podr ian tener en la libertad del joven Marduk. Con su actuación
los policías remitentes activaron ia pretensión punitiva del Estado en contra de una persona a partir de
hechos falaces, privándola de su libertad y sometiéndola a seguir un proceso penal de forma indebida
afectando de forma grave los derechos relativos a la defensa del acusado ya que el introducir elementos
de hecho que no se correspondan con la realidad alteraron la evolución del proceso. Es asi que se afectó
ilegalmente el derecho a la libertad de la victima.

Ahora bien, como se menciono antenormente. el articulo 16 de ¡a Constitución Política de tes Estados
Unidos Mexicanos en su párrafo décimo establece que Ningún indiciado podrá ser retenido por el
Ministerio Público por más de cuarenta y ocho horas, plazo en Que deberá oráenarce sti libertad o
ponérsele a disposición de la autoridad judicial', previsión que es retomada por el articulo 268 bis del
Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal.

De acuerdo al cnteno junaprudencia! sostenido por fa Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, el término de 48 horas que prevé el articulo 16 constitucional para que se resuelva la situación
jurídica de la persona que ha sido detenida en flagrancia, inicia a partir de que la persona queda
formalmente a disposición del Ministerio Público 53

El 16 de marzo de 2013. a las 23:45 horas. 5Í el agraviado ingresó a las Instalaciones del Reclusorio
Preventivo Varonil Norte, sin embargo es hasta ias 11:50 horas del 17 de marzo de 2013. que se entregó
materialmente el pliego de consignación y el expediente de.averiguación previa a la Dirección de Tumo de
Consignaciones Penales y de Justicia para Adolescentes del Tribunal Superior de Justicia de! Distrito

"SCJh Décima Época 1* Sala Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Ubro XX, Mayo de 2df 3, Torro 1 Pág 553,
Tesis: CLXXVH/2Q13. pagina 563
i! SCJM Ntnifcna Época, Semanano Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XIX. Enern de 2004. Tesis la.N 46/2003.
pagina 00

Ver Anexo, evidencias 16 44, 35 y 46.
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Federal65, instancia que hasta tas 14:00 horas de esa misma fecha la turnó formalmente al Juzgado
Séptimo Penal del Distrito Federal, donde se radicó la causa penal 63/2013 s°

Es decir, la situación de la afectación a la libertad del agraviado, se empeoró puesto que el agente de!
Ministerio Público a pesar de que no formalizaba su consignación, desde aproximadamente las 2345
horas del dia 16 de marzo de 2013 ordenó su traslado e ingreso en calidad de "retenido" al Reclusorio
Preventivo Varonil Norte. Es decir, permaneció más de catorce horas Interno en un centro de reclusión aun
cuando jurídicamente continuaba a disposición del Ministerio Público de la Coordinación Territorial de
Seguridad Pública y Procuración de Justicia AZ-3

Más aún. el Ingreso carcelario del joven Marduk se realizó 23 horas con 3 minulos después que fue puesto
a disposición de la Representación Social, es decir, restaban aún 24 horas con 53 minutos para que
feneciera e! término de 48 horas que la Constitución impone al Ministerio Público para determinar su
situación jurídica

Evidentemente, la materialización del ejercicio de la acción penal, como garantía del aspecto formal de una
detención legal, implica que el agente del Ministerio Público dentro del plazo de 48 horas, formalmente
ponga en conocimiento de la autoridad judicial el pliego de consignación y los expedientes de averiguación
previa, de otra manera sería ilusoria la disposición constitucional de establecer ese plazo breve, señalado
incluso en horas, pues dejaría al arbitrio de la autoridad ministerial, por un lado, determinar el expediente
en un momento y, por otro, remitirlo al juez cuando lo considere pertinente: situaciones éstas que atentan
contra la seguridad jurídica de las personas consignadas.

Es relevante señalar que tal situación pudo haber limitado el derecho a una defensa adecuada del
agraviado al encobrarse en un lugar distinto a aquel en el que aún se integraba ¡a indagatoria, ya que el
agente deí Ministerio Público perfeccionó la averiguación previa en la que se le relacionó, mientras el
agraviado en su calidad de probable responsable ya se encontraba en un centro de reclusión como
"retenido"

En este sentido, la forma en que la Procuraduría Capitalina realizó la consignación de Marduk Chimalli
Hernández Castro deja de manifiesto una conducta ya identificada en la recomendación 7/2013 emitida por
este Organismo Público Autónomo, en la que se recomendó a la Secretaria de Gobierno del Distrito
Federal que "Que en un plazo no mayor de 60 días naturales, contado a partir de la aceptación de la
presente Recomendación elabore y publique la normatividad correspondiente por medio de la cual ta
Subsecretaría de Sistema Penitenciario asegure que no se recibirán personas detenidas en los centros de
reclusión, si su remisión no va acompañada materialmente con la consignación de ta averiguación previa.

Enese sentido, soto se podrán recibir personas cuando se acompañe el acuse de recibido del ejercicio de
ta acción penal,"57

Dicha recomendación fue emitida con posterioridad a los hechos señalados, razón por la cual corresponde
a la Dirección Ejecutiva de Seguimiento de esta Comisión el seguimiento al punto recomendatorio ya
transcrito. Sin embargo, este Organismo Público no puede ser omiso en señalar que dicha practica no es

«Ver Aneno. evidencia 43
ÿ Ver Anexo, evidencia 43

CDHDF. Recomendación 7/2013 cunto Vigésimo
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imputable exclusivamente a la Subsecretaría de Sistema Penitenciario, y que corresponde al Ministerio
Público respetar la normall«dad establecida para dichas circunstancias, ya que como se señaíó en los
párrafos que anteceden el agente del Ministerio Pública ejercitó acción penal cuando le quedaban al menos
24 horas para determinar la situación jurídica del agraviado, siendo evidente que aún existía liempo
suficiente para que et personal ministerial terminara de integrar la averiguación previa de forma adecuada

Teniendo en cuenta iodo lo analizado anteriormente, esta Comisión concluye que funcionarios de la
Secretaria de Seguridad Pública y de ta Procuraduría General de Justicia, ambas del Distrito Federal,
violación el derecho a !a libertad y a la seguridad personales del agraviado, en sus aspectos material y
formal.

Vi.2. Derechos al acceso a la justicia y ai debido proceso, en particular el derecho a una defensa
adecuada,

El derecho de acceso a la justicia se ha definido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación como un
principio general de Derecho que implica que ninguna conlroversia se quede sin resolver y que. además.
se garantice no sólo el acceso a tribunales, sino que se garantice una imparticsón de justicia pronta,
expedite, complete e imparcia! en un caso concreto y que se emita una resolución que sea la verdad
legal.5®

Este derecho tiene múltiples manifestaciones que responden a los diferentes momentos en que puede ser
exigible. A nivel internacional los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
establecen que lodas las personas tienen el derecho a acceder a recursos judiciales y a ser oídas, can las
debidas garandas, dentro de un plazo razonable y por un tribunal competente, independiente e imparcial
cuando crean que sus derechos han sido violados. La protección de estos derechos se ve reforzada por la
obligación general de respetar Impuesta por el articulo 1 1 de la Convención Americana. Ai respecto, la
Corte Interamericana ha establecido que.

El articulo 25 en relación con el arVoito f. J de la Convención Americana, obliga al Estado a
garantizar a toda persona el acceso a la administración de yusfiera y en particular, a un ocurso
rápido y sencillo para lograr entre oíros resulíados. que los responsables de las violaciones de los
derechos humanos seanjuzgados ypara obtener una reparaciónporti daño sufrido Elarticulo 25
constituye uno do los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, sujo delpropio Estado de
derecho en una sociedad democrática [...]. Dicho articulo guarda relación directa con el articulo 8 1

| ] que consagra el derecho de toda persona a set oída con las dfifófes garantías ! .} para la
determinación desús derechos de cualquier naturaleza "m (Negrilla feera de texto)

En concordancia con lo anterior, el acceso a la justicia y el derecho a un debido proceso implican la
investigación no sólo de las violaciones a los derechos Puníanos, sino también de las conductas que se
imputan a quienes son consideradas probables responsables en un procesa penal

ÿ Cfr. Fu- Fierro Hector, sí. til. Bi acceso a ra Justicia en Mexico. Una Reflexión MidMBsüpliftatta. ínsiíiuio de tnvesDgedonaa.
Jurídicas. México. UNAM, 2000.
flS Al nespedo. ver las sentencias de la Corle ¡DH er los siginenies cases' c:jso Loaym Temayo, Semencia de 27 de nouierrrfcre
de 1998 pán 169; caso Vetosujuez Rodríguez Gp. Cit . párr 91, caso Faáfén Garbr y Sofrs Córralas, Sentencia de 26 de junic
dt 196? part 90;C8$0 Godtnez CtVZ Sentencia de 26 de junio de 1967 párr 91
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Específicamente, durante el procedimiento de averiguación previa que lleva a cabo el Mimsterio Público,
este está obligado a 'que su labor ( )se realice con fundamentos normativos definidos en la Constitución
y en las leyes. De tal modo, tos fiscales deben velar por la corree/a aplicación delderecho y la búsqueda de
¡a verdad de los hechos sucedidos, actuando con profesionalismo, buena fe, lealtadprocesa/, considerarlo
tonto e/ementos que pernoten acreditar el delito y to participación del imputado en dicho acto, como
también tos que pueden excluir o atenuar la responsabilidadpenaldel imputado".66

Al respecto el texto constitucional, articulo 16 parte conducente dispone que 'Ningún indiciado podra ser
retenido por e¡ Ministerio Público por más de cuarenta y ocho horas, plazo en que deberá ordenarse su
libertad o ponérsele a disposición de ia autoridadjudiciaf. V para tal efecto se deberá estar a los dispuesto
por el artículo 286 bis de! Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, que en su párrafo
primero dispone que cuando 'se han reunido los requisitos previos que en su caso exijan ta ley y que se ha
acreditado la existencia del cuerpo del delito laprobable responsabilidad del indiciado, el Ministerio Público
ejercitaré la acción penal ante el órganojurisdiccional que corresponda' .

Es decir, el agente del Ministerio Público al momento de ejercitar acción penal en contra de una persona
debe contar con los medios de convicción suficientes que le permitan acreditar Ja existencia de un hecho
calineado por la ley penal como delito, y, ademas, debe acreditar que existe un nexo entre Ja comisión de la
conducta señalada y la persona a quien se ie imputa su comisión Ya que de ser el caso que no se lograra
acreditar alguno de ios elementos del tipo penal, la Representación Social deberá de decretar la hbertad
del probable responsable con las reservas de ley

üe la investigación realizad? por la Comisión, quedó acreditado, que el agente del Ministerio Público el 16
de marzo de 2013. ejercitó acción penal en contra de Marduk Chirpplli Hernández Castro, con base en 13
pruebas61 con las que. a su consideración, se acreditaba el cuerpo del delito y la probable responsabilidad
del agraviado. De las cuales sólo 6 corresponden a diligencias sustantivas para ia investigación de tos
hechos presuntamente delictivos en tanto el resto, no constituyen medios de convicción encaminados 3 la
acreditación de ia probable responsabilidad y el cuerpo del delito, sino que corresponden a diligencias
encaminadas 3 la salvaguarda de derechos procesales del probable responsable y diligencias de mero
trámite, como lo es la lectura de los derechos al probable responsable o el acuerdo de retención que se
dictó en su con!ra; es decir, más de la mitad de las supuestas pruebas que sustentaban el ejercicio de la
acción penal en realidad no eran pruebas sino trámites y reconocimientos típicos del procedimiento penal

En este sentido conviene señalar que dentro de dichas pruebas, las sustanciales y adicional a las
declaraciones rendidas por ¡a denunciante, ios policías remitentes y la declaración del probable
responsable, ia Procuraduría Capitalina sólo recabó un informe de policía de investigación dio fe de ¡a
rapa que vestía el agraviadoÿ y recabó información contenida en el Sistema integral de Investigación
Policial (SIPOL)ÿ, lo cual efectivamente no era suficiente para comprobar ¡a responsabilidad, autoría o
participación del agraviado, en el robo del que se le acusaba

6:' Corte tDH Caso Trislén Donoso ¿s.. Panamá Excepcrór preliminar Fondo. Reparaciones y Costas Sentencia de 27 de enere
ce 2005. Sene C Ne 193, párrafo 165
S1 Ver Anexo, evidencia 16
M Ver Anexo, evidencra 8.
w Ver Anexo, evidencia 6
H Ver Anexo, evidencia 8
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Del informe rendido por policia de rnvesligación no se desprende ningún elemento que permite presumir ta
partidpación del agraviado en los hechos que se le imputan: en el mismo sentido, no se encontraron
antecedentes que el agraviado tuviera aiguna orden de aprehensión, reaprehensión o comparecenciaÿ

Asimismo, se documentó que el agente del Ministerio Público no logró acreditar la existencia del cuerpo del
delito, como se corrobora con les propias constancias en ias que, en al menos dos ocasiones, señaló que
la persona denunciante no se presentó para acreditar la propiedad de los objetos robados, asi como para
presenter sus testigos de preexistencia y falta posterior de éstos®, situación cue fue corroborada por la
propia denunciante al ampliar su declaración en el Juzgado Séptimo Penal67: razón por la que el perito
valuador al momento de rendir su informe señaló que no era posible rendir el dictamen solicitado por la
falta de características descriptivas de los objetos mencionados en la indagatoria, te

De todo esto se desprende que el agente del Ministerio Público sólo contaba con las declaraciones de ta
denunciante, de los policías remitentes y del agraviado como medios de convicción para acreditar el cuerpo
del deiito y ra probable responsabilidad. Destacando el hecho de que a los policías remitentes no les
constan los hechos del robo, y que el agraviado negó los hechos que se le imputaron al momento de rendir
su declaración, Siendo la declaración de la persona denunciante la única prueba que vincula al agraviado
con la comisión del hecho delictivo,

Precisamente, esta situación fue valorada de esa forma por el Magistrado de la Séptima Sala Penal en el
Distrito Federal que resolvió el Toca número UMIT-579/2013. en et cual se ordenó la libertad del agraviado
por falta de elementos para procesarÿ9 señalando lo siguiente:

'[Els al IWifíi&teriú Público, a quien an cumplimiento a su obligación procermente/ fe corresponde
recabar y aportar las pruevas que acrediten los elementos constitutivos del cuerpo del delito y la
probable responsabilidad del inculpado por la actuación materia de la consignaron y. sólo a partir de
ese momento se revierte la carga de la prueba a aquéllas y a su defensa para demostrar su inocencia:
de Éhi que atentos al cuadro probatonc que consta en la causa es evidente que ¡a pretensión de la
Representación Social que formuló en su pliego de consignación en contrs de Ktarduk Cbimaik
Hernández Castra, no lograron sostenerla con probanzas eficaces y suficientes pera acreditar ta
conducta del ilícito a estudio por lo que resutta aplicable en estricto sentido elprincipio de presunción
de la 'nc-cencia delmismo respecto de ta comisión dei ilícito que se le atribuye ]

Es importante señalar que si bien en la investigación de los detitos contra el patrimonio, la imputación que
realiza la persona denunciante merece credibilidad, también lo es que éste debe darse en proporción al
sustento que le brinden las demás pruebas que existan en el expediente, pues de no ser asi, se podría
arribar al absurdo de que una persona fuera privada de su libertad y sometida a un proceso penal
únicamente con el señalamiento de otra persona.

En odas palabras, en materia penal corresponde a la institución del Ministerio Público investigar ios delitos
para k) cual tiene la obligación, con apoyo de sus auxiliares como son fjo lióte ministerial y peritos, de

® ver Anexo, evidencia &.
NVer Anexo, evidencias 10 y 14

Ver Anexo, evidenoa 26
Ver Anexo, eviienoa §

V'er Anexo, evidencia 36.
74 Ver Anexo. evidencia 36.
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recabar de manera lícita los medios de prueba que acrediten la existencia del delito y la probable
responsabilidad de ta persona inculpada En tal virtud, la o e! probable responsable no tiene la carga de
probar su inocencia, por lo que se le debe considerar siempre Inocente mientras un tribunal no determine
de manera definitiva su culpabilidad.

Por oirá parte', abundando en la relación de medios de convicción que ofreció et Ministerio Público para
acreditar la probable responsabilidad del joven Mancíuk Chimalli en ios hechos de los que fue víctima la
persona denunciante, llama la atención de este Organismo, que la Representación Social en el cuerpo del
pliego de consignación señala como prueba la declaración de una persona diferente a la denunciante y
por lo tanto, que no tiene ninguna calidad jurídica dentro de la indagatoria. Es decir, la declaración de ¡a
persona denunciante a que hace referencia el Ministerio Púhlico en su pliego de consignación, no existe,
pues el nombre al que se hace referencia es de otra persona sin ninguna relación con el proceso1"

Además, en el apartado 'Existencia de un Resultado MatenaF de dicho pliego de consignación ta
Representación Social señala que el hecho delictivo fue cometido por el agraviado 'conjuntamente con otro
autor, de manera doíosa'\ aseveración que es contradictoria con las declaraciones tanto de la persona
denunciante como de tos policías remitentes, quienes en lodo momento refieren que en los hechos
únicamente participó una persona 12

Aunado a todo ello, se advirtió que ta Representación Social solícito la intervención de peritos en
dactiloscopia,'3 sin embargo, no existe evidencia que demuestre que se haya realizado dicho dictamen,
dejando constancia el propio Ministerio Público de que no se habían recibido los resultados de las
periciales solicitadas.7ÿ

A partir de lo anterior, se demostró que no obstante las deficiencias e insuficiencias en la investigación el
agente del Ministerio Público de manera deliberada determinó ejercitar acción penal en contra de Marduk
Chimaili Hernández Castro'5 por eí delito de robo agravado calificado, situación que derivo que
permaneciera privado de su libertad por más de dos meses

Por oí ra parte, este Organismo documento que Ja autoridad ministerial recabó la declaración del agraviado
en su calidad de probable responsable en presencia de persona de confianza'* Es decir, el peticionario
durante el tiempo que estuvo materialmente privado de la libertad en las instalaciones de la Procuraduría
Capitalina no contó con una defensa técnica formal que le permita otorgarte una real y efectiva defensa
fegai. En este sentido el Poder Judicial Federal ha sostenido que.

'A partir de la reforma del articulo to. de la Constitución política de ¡os Estados Unidos Mexicanos.
publicadaen eí Diario Ofaaí de la Federación ai diez dejumo tie tíos milonce, el derecho fundamental
a una defensa adecuada a que se referen /os ert/cutos 20. apartado A. fracción IX. constitucional en
su ,'exto anterior a la reformapublicada en dicho medio da difusión oficiaIe¡ dieciocho de junio de dos
milocho y 269 del Código de Procedimientos Penalespara elDistrito Federal, se garantiza únicamente
cuando et imputado en la averiguación previa y en eí proceso esra represenfado por un licenciado en

" Ver Anexo, evidencia 16
'a Ver Anexe, evidencia 16

:í Ver Anexo, evidencia 11
M Ver Anexo, evidencia Tí
'5 Ver Anexo, evidencias 15, 16 y 1?
rs Ver Anexo, evidencias 13y Ifi.
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derecho. por ser lapersona con la capacidad técnica para asesorarlo y apreciar lo quejúñdicatnente le
es conveniente por ¡qque con ia asistencia de éste está mejor protegidoporque guia su acíuaoórr ¿rr

to que le es favorable, esto es. ese derecho fundamental se satisface con la defensa material que
realiza el indiciado por si, y con la defensa técnica iformal) que efectúa un licenciado en
derecho por ser la persona experta. aptitudes éstas con las que no cuenta la persona de
confianza. Mora píen si ar rendir su declaración ministerial e> inculpado lo hizosólo en presencia de
esfa última su testimonio carecerá de valor probatorio, ya que debe estar asistido por un licenciado
en derecho ya sea particular o de oficio, para otorgarte una real y efectiva defensa legal, y asi
respetar ei principio de equidad entre las partes, pu&s elhtímtario Público —como acusador— es
un órgano técnico representado por un licenciado en derecho y, por to mismo. bajo el principio de
igualdad, también e/inculpado debe pstér representado por un profesionista en la misma materia y no
únicamente por persona de confianza Consecuentemente, sr ei inculpado nndto su declaración
ministerial asistido solamente por esta última, con ello se ongmo una infracción a las formalidades del
procedimiento, to que se traduce en violación a sus derechos fundamentales, que traería como
consecuencia su nulidad al constituirse como prueba ilícita y. por tanto pus no se íe otorgue valor
probatorio alguno 77 (Negrilla fuera de texto)

Lo anterior adquiere relevancia y aplica al caso concreto ya que como bien señala el Poder Judicial
federal una persona que asiste a un probable en calidad de persona de conSanta en la mayoría de los
casos, no tiene conocimientos en materia jurídica y, en particular, ert cuestiones de derecho penal,
circunstancia que sin duda colocó al agraviado en una situación de desventaja para su defensa ai no contar
con la asistencia de un perito en derecho que pudiera ejercer una defensa de forma inmediata y real

Por todo lo anterior, esta Comisión concluye que servidores públicos de te Procuraduría General de Justicia
del Distrito Federal, violaran vanas de sus obligaciones dentro del proceso penal que se inició en contra de
Merduk Chitnelli Hernández Castro, vulnerando de manera automática su derecho ai debido proceso.

VII. Posiciónamiento de la CDHDF sobre ta violación de derechos humanos

En fechas recientes la Secretaria de Seguridad Pública del Distrito Federal ha publicado diversos
protocolos de actuación, con el objeto de dotar a los servidores públicos a su cargo de las directrices y
lineas de acción que deben emprender durante' el desempeño de su trabajo'8 Hecho que sin duda obra en
beneficio de todas las personas que habitan y transitan por esta Ciudad, al generar condiciones para tener
una policía más capacitada y preparada para el desempeño de las tareas que tiene encomendadas.

SCJN Deama Época, Semanario Judicial de la Federac-on y su Gaceia Lihro XIX, Abnl de 2013. Tomo 3, Tesis. I So.P.26 P
(10a.) Torno 3 página' 2034

1 Ei Probcoto de Actuación Policial de la Secretar de Segcridad Pública de! Distrito Federal para el Contra' de Mnliituaes
publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federar ai £5 de maríO de £013. el Pnulocolo de Actuación Policial de la Secretoria de
Seguridad Púclica del Distrito Federal parata Detención de Infractores y Probables Responsables, publicado en to Gaceta Oficia!
del Distrito Federal el 2 de abril de 2013: el Protocolo de Actuación Poiicrai de ta Secretaria de Segundad Pública del Distrito
Federal para preservar los Derechos Humanos de tos personas que pertenezcan a ia ccéíaciórt ¡ésbico. gay bisexual,

transgénero, transe*ual. travesí e ¡ntersexual (LGBTTTI) publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal et13 efe mayo de
£013: el Protocolo ieActuación Pcüciai de to Secretar isde Seguridad Pushes del Distrito Federar en los espectáculos deportivos
en ta Ciudad Je México "Esladto Seguro' en coordinación cor. la Procuraduría General de Justicia y ta Secretaría de Protección
Civil, ambas del Distrito Federal, pupeado en ta Gaceta Oficial dol Distrito Federa' el 17 de mayo de £013: el Protocolo de
Actuación Policial <¡e te Secretaria de Seguridad Pública de= Distrito Federai. para el CorUro-' y Prevención al Condirctr Vehículos
Automotores Bajo los Efectos del Alcohol "Programa Conduce Sin AlbohoT publicado en ta Gaceta Oficial del Distnto Federal e¡

A de juiro de 2013. y el Protocolo de Asíuadon Poknal de la Secretaria de Seguridad Pública de' Dislnto Federal para 'a

Detención de Adotesceniea en Conflicto con la Ley publicado sn la Gaceta Ofidal del Distrito ÿederat el 2ó de julio de £013
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Sin embarga, preocupe a esta Comisión el hecho de que en la cotidianeidad, elementos de ese Secretarla
continúen vulnerando tos derechos de las personas a las que prestan sus servicios, medíanle acciones u
omisiones En este sentido el caso de joven Marduk Chimalli Hernández Castra es un claro ejemplo de los
vicios que aún conservan (os cuerpos policiales en su labor cotidiana de prevención e investigación del
delito, pues se detienen de manera aleatoria y arbitraria a ciudadanos, desconociendo su labor de
protección y la posición de sujetos de derechos de aquellos

La detención arbitraria de la que fue victima el agraviado es el reflejo de una mala práctica que existe en
materia de prevención y combate a la delincuencia en la ciudad, pues no se detienen a los verdaderas
aurores de los delitos, sino a quienes deben ser protegidos de la comisión de los mismos.

Es sumamente preocupante para esta Comisión que la forma de comba!Ir el delito sea simulando
detenciones en flagrancia y no realizando una verdadera labor de prevención e investigación más aun al
considerar que los polioias son servidores públicos encargados de hacer cumplir la ley Si bien esta
Comisión reconoce la emisión de protocolos de actuación también cuestiona que los funcionarios de esa
Secretaria busquen perfeccionar una remisión simulando cómo sucedieran los hechos, vulnerando de
manera automática ios derechos de Jas personas que son victimas de tales conductas,

De la misma forma, este Organismo Público de Derechos Humanos manifiesta su preocupación por las
deficiencias que existieron en la investigación que realizó la Procuradaria Capitalina dentro de la
averiguación previa en la que se encuentra relacionado el joven Marduk Chimalli. deficiencias que tuvieron
como consecuencia que el agraviado fuera privado de su libertad por 73 días de forma indebida pues el
Ministerio Publico no realizó una labor seria de investigación de los hechos que fueron puestos a su
consideración.

Asimismo, los hechos de los que fue victima ei agraviado dejan ver la existencia de problemas y vicios
estructurales sobre la forma en que operan los cuerpos de seguridad pública y de procuración de justicia
del Distrito Federal, en su labor de prevención e investigación deí delito, situación que impacta de forma
directa en la procuración de justicia Circunstancia que se agrava, cuando en casos como el que ocupa el
presente pronunciamiento, no se realiza una real y efectiva investigación de los ¡techos posiblemente
constituí ¡vos de delito.

Es por eifo que la presente Recomendación adquiere especial relevancia ya que demuestra de forma clara
ios vicios que persisten en materia de seguridad pública y procuración de justicia, vicios que no contribuyen
a solucionar de fondo el problema de seguridad que enfrenta la capital, pero si van en detrimento de los
derechos humanos de las personas que en ella habitan y transitan, generando un incentivo negativo para
realizar detenciones a cualquier costo iniciando procedimientos penales con importantes deficiencias de
origen que a la postre significan una violación al debido proceso y la negación de acceso a ia justicia para
quien es victima del actuar de los funcionarios que integran esas instituciones.

VIII. Obligación de reparar a fas victimas de violaciones a derechos humanos

El párrafo tercero del articulo 1° de la Constitución Política de ios Estados Unidos Mexicanos que al
respecto señala:
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1 Todas las autoridades en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover respetar
proteger y garantizar toe derechos humanos d$ conformidad con los principios de universalidad.
interdependencia indivisibilidad y progresividad En consecuencia, él Estado deberé prevenir.
investigar, sancionar y reparar tas violaciones a los derechos humanos, en los términos que
establezca la ley (Negrilla fuera ae (exio)

En un Estado democrático de derecho, toda persona debe lener la seguridad de que. en caso de sufrir urta

violación a sus derechos humanos, gozara de ta posibilidad de reclamar que el responsable de esa
afectación asuma sus consecuencias. De igual manera el Estado como garante de esos derechos, debe
asumir la obligación de resarcir ios daños que sus agentes provoquen a algún individuó. Al respecto, la
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que

"Las victimas de violaciones a /os derechos humanos o sus familiares, tienen derecho a la
reparación adecuada del daño sufrido ta cual debe concretarse a través de medidas individuales
tendientes a restituir indemnizar y rehabilitar a ta vichma. asi como de med'das de satisfacción de
alcance general y garantías de no repetición, medrante los procedimientos previstos legalmente para
esos electos, lo cual no es una concesión graciosa, sino el cumplimiento de una obligaciónjurídica. Lo
anterior, deriva tanto de régimen previsto constitudonaimente como de tos tosfrumentos
internacionales ratificados por Méxtco y de tos entenas de organismos internacionales, los cuales se
manifiestan claramente en el sentido de que es un derecho efectivo de las personas agraviadas a nivel
fundamenta! obtener una reparación proporcional a la gravedad de tas violaciones y aldaño sufrido
(Negrilla toerade tentó)

Aunado a lo anterior, Ja reciente promulgación de la Ley General de Victimas el pasado 9 de enera de
2013, reconoce de manera expresa el derecho de las victimas de ser reparadas de manera integral,
recogiendo tos estándares internacionales

El deber de reparar a cargo de! Estado esta previsto en tos Principios y directrices básicos sobre el derecho
de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de
violaciones graves del derecho internacional a interponer recursos y obtener reparacionesÿ. Al
respecto, de acuerdo con los citados Principios:

"Una reparación adecuada, efectiva y rápida tiene por finalidad promover la justicia.
remediando las violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o
las violaciones graves del derecho internacional humanitario. La reparación ha de ser
proporcional a la gravedad de las violaciones y al daño sufrido Conforme a su derecho interno y
a sus obligacionesjurídicas internacionales, los Estados concederán reparación a las victimas por tos
acciones u omisiones que puedan atribuirse al. Estado y constituyen violaciones manifiestas de ías

normas internacionales de derechos humanos o violaciones graves del derecho internacional
humanitarioÿ | ] {Negrilta fuera de lextoi

'Fl SCJN Novena Época. Semanario Judiciat (fe 'a Federaron y su Garete. Tomo XXXLH Enero 6e 2011 Tesis P.'UtVH/20t0,
página 23

Aprobadas por te Asambtea General e'tO de diciembre de 2005. mediante ia Resolución 60/147.
Principa 15.
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La Cone Interamencana Lia establecido que la obligación de reparar:

'Rañeja une norma consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentales del Derecho
Internacional contemporáneo sobre la tasporisabÍRdad de tos Estados De esta manera, al producirse
un hecha ilícito imputable a un Estado, sume de inmediato la responsabilidad internacionalde éste por
la violación de la norma internacional de que se trata, con el consecuente deber de reparación y de
hacer cesar las consecuencias de la violación.**

El mismo tribunal ha establecido en su jurisprudencia lo siguiente respecto al alcance y contenido de las
reparaciones:

Las reparaciones como el término lo indica, consisten en las medidas que tienden a nacer
desaparecer ios efectos de las vio/aciones cometidas. Su naturaleza f...J depende del daño
ocasionado [.. p

La reparación del dario ocasionado por la infracción de una obligación internacional requiere, siempre
que sea pesióle la plenarestitución {restitutio in integrum.1. :a cuai consiste en e!restablecimiento de la
Situación anterior a la violación. De no ser ssfá posible, cabe al tribunal internacional determinar una
serie de medidas para que. ademés de garantizar el respeto de los derechos conculcados, se reparen
las consecuencias que produjeron las infracciones (..J w

La Corte IDH ha sostenido que "la reparación es el término genérico que comprende las diferentes tornas
como un Estado puede hacer frente a la responsabilidad internacional en que ha Incurrido (nesfiMo in
integrum, udemnizacén, satisfacción, garantías de no repetición, entre otras)'P

Específicamente, lo Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal en su artículo 45
establece

'Enet proyecto de Recomendación, se señalarán las medidas que procedanpara la efectiva restitución
de los afectaos en sus derechos fundamentales y si procede para ¡a reparación de los daños y
perjuicios que se hediesen op&sionado.'

Teniendo en cuenta Jo anterior, este Organismo considera procedente la reparación de tos daños
ocasionados por esas violaciones, en los términos siguientes.

Indemnización.

La indemnización es reconocida como una medida compensatoria y se refiere a los perjuicios materiales
sufridos, entre ellos, e! daño emergerile, el lucro cesante y el daño moral sufrido por las victimas ÿ Ésta
debe concederse de forma apropiada y proporcional a le gravedad de la violación y a las circunstancias de

v Caite !DK C350 .ficevedo JaranuHo y otros Vs Perú. Sentencia de lde febrero de 2006. párrafo 295
Corte IDH Caso Comunidad indígena Yakye Ajo Vs Paraguay Sellenda 17 de junio de 2005. Sene C No 125 Pacato 183

* tbKfem, Párrafo 182
H Corta IDH Caso Loayza íamayoVs. Perú. Sentence del 21 se noviembre de 1958. paralo 85

Corte IDH. Caso Vetázquez Rodriguez Vs Honduras. Reparaciones y Costos Sentecoa de 21 de julio de 1909. Sene C No
7. párrafo 88.
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cada caso por todos los perjuicios económicamente evaluates que sean consecuencia de violaciones
manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos.

A su veí, su monto depende del nexo causal con los hechos del caso sub judice .37 las violaciones
declaradas, los daños acreditados, asi como fas medidas solicitadas para reparar los daños respectivos.

La indemnización no puede implicar ni un empobrecimiento no un enriquecimiento para la victima o sus
sucesores4®
En el caso de la persona agraviada de que trata ía presente Recomendación, la indemnización debe tener
en cuenta los gastos en lo que ha incurrido la víctima en atención psicológica, el dinero que dejó de percibir
por estar detenido ¡legalmente, incluyendo aquel tiempo que ha Invertido en la defensa de sus derechos y
no ha podido laborar o percibir ingresos económicos

Por otra parte, en el desarrollo de la investigación que motivó esta Recomendación quedaron
documentadas tas irregularidades en que incurrieron elementos de la Secretaría de Seguridad Pública del
Distrito Federal al momento de realizar fa detención del joven Mffiduk Chimalí i Hernández Castro
irregularidades que no sólo afectaron de forma inmediata sus derechos a Ja libertad y seguridad
personales, sino que tuvieron una trascendencia, por ta también incorrecta actuación del persona! de la
Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, en la situación juridíca del agraviado, ai vincularlo a
un proceso penal que le ocasionó estar privado de su libertad durante 73 días en et Reclusorio Preventivo
Varonil Norte.

Lo anterior produjo alteraciones que impactaron en el proyecto de vida del joven Marduk Chimalli
Hernández Castro, quien cursaba la licenciatura de Comunicación y Cultura en la Universidad Autónoma
de Ja Ciudad de México;, se desempeñaba como ilustrador, además de ser practicante e instructor de Tae
Kwon Do, actividades que se vieron suspendidas por la privación ¡legal de su libertad y cuyas
consecuencias se siguen viendo protongadas en el tiempo ante la imposibilidad de retomarlas como
anteriormente las realizaba.

Por to anterior, se considera oue las posibilidades de Marduk Chimalli Hernández Castro de desarrollar un
proyecto de vida de manera común y normal se vieron afectadas por una detención ilegal y su estancia en
et Centro de Reclusión, en consecuencia, la Secretarla de Segundad Pública del Distrito Federal y ta
Procuraduría General de Justicia del D¡sirito Federal deberán de reparar el daño Inmaterial causado de
formal integral y mediante una lusta indemnización para que puede continuar con su proyecto de vida

Rehabilitación.

Ésta debe incluir "la atención médica y psicológica, y los servicios jurídicos y sociaies' en beneficio del
agraviado y sus familiares.89

Corte IDH Caso Comunidad Migena Vakyye Asa V$ Paraguay Fondo. Reparaciones y Costes Sentencia de 17de ¡unió de
2005 sene C. No 125
M Corte IDH. Caso T¡cona Estrada y otros Vs Bolera. Fondo. Reparaciones y Costas. Sentencia de 11de noviembre de 200Í.

Sens C, No. 191. párrafo 134, Caso Masacre de las dos Erres Vs Guatemala. Exception Preliminar, Fondo Reparaciones y
Cosías, 24 tíe noviembre de 2009 Sere C, No. 211
M Corte iCH Caso Castillo Páe2 Vs Perú Reparaciones y Costas. Sentence de 27 de noviembre de 199& Serie C No. A

párrafo 53.
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En ese sentido hace parte de las medidas reparatorias, un proceso de acompañamiento psicosocial para ei
agraviado por el tiempo que sea necesario para contrarrestar los efectos de ios actos perpetrados en su
conIra Este acompañamiento psicosocial debe ser brindado por una organización civil experta en el tema y
con la autorización de la víctima

Satisfacción.

La satisfacción debe incluir, cuando sea pertinente y procedente, la totalidad o parte de las medidas
siguiente a) medidas eficaces para conseguir que no continúen las violaciones; b} la verificación de los
hechos y ia revelación pública y completa de la verdad, c) una declaración oficial o decisión judicial que
restablezca ia dignidad, la reputación y ios derechos de la víctima; d) una disculpa pública; y e) la
aplicación de sanciones jurídicas o administrativas a los responsables de las violaciones

En este sentido, resulla importante que se realice un acto de reconocimiento de responsabilidad
satisfactorio a favor de fa victima de las violaciones a los derechos analizados en ia presente
Recomendación, mismo que deberá ser acordado con éi y con esta Comisión de Derechos Humanos del
Distrito Federal,

Igualmente, dentro de las medidas de satisfacción es necesario que se adelanten las investigaciones
administrativas y penales correspondientes, contra los servidores públicos que cometieron las violaciones a
derechos humanos y que pertenecen a Ja Secretaria de Seguridad Pública y a ¡a Procuraduría General de
Justicia, ambas del Distrito Federal. En este sentido, esa Secretaria deberá determinar el expediente de
investigación administrativa 642-2013/DGIP, que actualmente se encuentra en curso en la Dirección de
Inspección Policial y. posteriormente, en el Consejo de Honor y Justicia.

Del mismo modo, la Procuraduría General de Justicia, deberá integrar y determinar ei expediente
FSP/B/T2/1133/13-05 relacionado con las violaciones de los derechos a la libertad y seguridad personales.
asi como al acceso a la justicia y ai debido proceso, cometidas por policías adscritos a la Secretaria de
Segundad Pública del Distrito Federal y por personal ministerial de la esa Procuraduría. Asimismo, deberá
denunciar ante la Contraloria Interna, los actos cometidos por personal ministerial a raiz de la detención de
Ja víctima, a fin de que se lleve a cabo ia investigación administrativa correspondiente

Aunado a io antenor, esta autoridad, deberá determinar la averiguación previa FA2/AZ-3/T1/00337/13-03
respecto a la participación que tuvo el agraviado en los hechos que se investigan, tomando en
consideración ia evidencia analizada en la presente recomendación; a fin de continuar con la integración de
dicha indagatoria y determinarla respecto de los hechos que fue victima la persona denunciante,

Según los Principios y directrices para obtener reparaciones, da restitución, siempre que sea posible, ha de
devolver a ia victima a la situación anterior a la violación manifiesta de las normas internacionales de
derechos humanos o la violación grave del derecho internacional humanitario La restitución comprende,
según corresponda, el restablecimiento de la libertad, el disfrute de los derechos humanos, la identidad, la
vida familiar y la ciudadanía, el regreso a su lugar de residencia, la reintegración en su empleo y la
devolución de sus bienes'"'-0. Además de las categorías de restitución señaladas en los principios y

Restitución,
"ÿfe.

V

MPrincipio 19.
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directrices para obtener reparaciones, existen otras medidas de restitución que han sido desarrollados por
le jurisprudencia internacional, como son el derecho a reabrir procesos penales, la restitución de derechos
legales, la eliminación de ios antecedentes o registros penales, ta anulación de procesos por infracción el
debido proceso y la condonación de deudas con el Estado en caso de que tengan origen en procesos
violateríos del debido proceso.?]

En ese tenor, el artículo 67 de la Ley General de Victimas de México señala que "en los casos en donde ta
victima ha sufrido una condena ilegitima la restitución comprende., además de la libertad en los términos
que lo establezcan las autoridades competentes la eliminación en los registras de los respectivos
antecedentes penale$\

IX. Recomienda

Al Secretario de Seguridad Pública del Distrito Federal:

Primero, En un plazo no mayor de 60 días naturales contado a partir de la aceptación de la presente
Recomendación, repare integralmente a la víctima por los conceptos de daño emergente, lucro cesante y
daño moral ocasionado por las violaciones a sus derecnos humanos atendiendo a los criterios de
reparación establecidos en el presente instrumento recomendatorio.

Para dicha reparación se deben lener en cuenta les carácter isticas de la victima (como edad, género y
situación económica), las violaciones que sufrió y las consecuencias emocionales del mismo.

Segundo. En un plazo no mayor de 15 días naturales, contado a partir de la aceptación de la presente
Recomendación previo consentimiento de la víctima, adopte las medidas necesarias y realice los trámites
correspondientes con el fin de proporcionarle como medida de rehabilitación, el tratamiento y
acompañamiento psicológico especializado que requiera, con la institución de ia sociedad civil pública o
privada que elija, y por el tiempo que sea necesario para revertir Jas consecuencias emocionales por las
violaciones a sus derechos humanos.

Para asegurar el cumplimiento de lo anterior y, particularmente la accesibilidad de la victima al servicio de
atención psicológica la Secretaria deberá cubrir los gastos asociados con su traslado ai lugar donde se
brinde el acompañamiento psicológico,

Tercero. En un plazo no mayor a 60 dias naturales, contado a partir de la aceptación de !a presente
Recomendación se matice un acto de reconocimiento de responsabilidad satisfactoria en favor de la
victima, mismo que deberá se: acordado con el mismo y con esta Comisión.

Cuarto, En e! plazo no mayor de 60 días naturales, contado a partir de la aceptación de la presente
Recomendación, con base en la evidencia que motiva este instrumento y teniendo en cuenra los
estándares iegaies nacionales e internacionales sobre la materia, se determinen las investigaciones sobre
responsabilidad en disciplina policial, tanto en la Dirección General de inspección Policial como en ei

w ÿ¡3sh. Claudio. Las reparaciones ante la Corle Interamencana de Ae/sctos Humanos t,WQfl>2QQ7), 2009, Chrie, Facultad (le

Derecha la Universidad de CMle y centro de Derechos Humanos pag. 30
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Consejo de Honor y Justicia contra ios elementos de policía responsables de la detención ¡legal y
acusación de la victima

En los procedimientos que al efecto se instrumentan se evitarán cualquier acción u amisión que genere (a

revictimización de ia victima.

Al Procurador General de Justicia del Distrito Federal:

Quinto, En un plazo no mayor de 60 días naturales, contado a partir de la aceptación de la presente
Recomendación, repare integralmente a !a víctima por los conceptos de daño emergente, lucro cesante y
daño moral ocasionado por las violaciones a sus derechos humanos atendiendo a los criterios de
reparación establecidos en el presente instrumento recomendatorio

Para dicha reparación se deben tener en cuenta las características de la victima (como edad, género y
situación económica), las violaciones que sufrió y las consecuencias emocionales del mismo

Sexto, En un plazo no mayor a 60 días naturales, contado a partir de la aoeptación de la presente
Recomendación, se realice un acto de reconocimiento de responsabilidad satisfactorio en favor de la
victima, mismo que deberá ser acordado con ei mismo y con esta Comisión

Séptimo. Que en un plazo no mayor a 30 días naturales, contado a partir de la aceptación de la presente
Recomendación, la Fiscalía para la Investigación de los delitos cometidos por Servidores Públicos realice
un diagnostico técnico-jurídico de la averiguación previa FSP/B/T2/1133/13-05, en el que se establecerá
una programación de la investigación, puntualizando y calendanzando las diligencias ministeriales,
policiales y periciales que deberán practicarse para su debida diligencia.

Octavo. Con base en el diagnóstico señalado en el punto anterior, y en un plazo razonable, teniendo en
cuenta la evidencia que motiva este instrumento y tos estándares legales, nacionales e internacionales
sobre !a materia, la Fiscalía para ía Investigación de los delitos cometidos por Servidores Públicos deberá
integrar y determinar la investigación ministerial por lo que hace a la detención ilegal y acusación de la
victima.

En las investigaciones que al efecto se realicen, se evitarán cualquier acción u omisión que genere ¡a
revictimización de la victima

Noveno. En un plazo no mayor de 15 días naturales, contado a partir de la aceptación de la presente
Recomendación, con base en la evidencia que motiva este instrumento y teniendo en cuenta los
estándares legales, nacionales e internacionales sobre la matena, se de vista a la Contraloria Interna en la
Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, a efecto de que se radique el expediente
administrativo en el que previo procedimiento en el que se respete e! derecho al debido proceso legal y
garantías judiciales, se determine la responsabilidad y, en su caso, las sanciones a las que pudieran
hacerse acreedores el personal ministerial de la Fiscalía Deseoncenlrada de Investigación en
Azcapotzafco, teniendo en cuenta que con sus acciones y omisiones generaron violaciones a los derechos
al acceso a la justicia y al debido proceso en particular, el derecho a una defensa adecuada.

Décimo. Que a la brevedad a partir de la aceptación de la presente Recomendación, con base en la
evidencia que motiva este instrumento y teniendo en cuenta ios estándares legales, nacionales e
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internacionales sobre la materia, la Fiscalía Desconcentrada de investigación en Azcapotzalco, determine
lo que en derecho corresponda respeto a las imputaciones de robo que obran en contra de la victima
Marduk Chimalli Hernández Castro en la averiguación previa FAZ/AZ-3/T1/0G337/13-G3 que originó la
causa penal 63/2013 radicada en el Juzgado Séptimo Pena! del Distrito Federal

De conformidad con los artículos 48 de la Ley de ta Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal y
142 de su Reglamento interno, se hace saber a ras autoridades a las que va dirigida esta Recomendación
que disponen de un ptazo de 15 dias hábiles, contados a partir del día siguiente en que ésta se les
notifique, para que manifiesten si la aceptan o no, en el eniendido que de no aceptarla, su respuesta se
hará del conocimiento de la opinión pública, En caso de que ta acepte, se le notifica que dispondrá de un
plazo de 10 dias. contados a partir del vencimiento de! término del que disponía para responder sobre la
aceptación, a fin de enviar las pruebas de cumplimiento, las cuaies deberán ser remitidas a la Dirección
Ejecutiva de Seguimiento de esta Comisión, que con fundamento en ios artículos 144 y 145 del
Reglamento Interno de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, es ei área responsable de
calificar las Recomendaciones de acuerdo a su aceptación y cumplimiento.

Con fundamento en el articulo 102, apartado B de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, la presente Recomendación tiene el carácter de pública.

Asi lo determina y firma

c.c.p. Dr MiguelÁrKjet Manceba Espmcza - Jefe de Gobierno del Distrito Federal.- Para su conoCHrónto- Presente.
c.c.p. Dip Crpaelíi Dmorah PLsano Osorio.- Presklenía de la Comisión de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa

de! Distrito Federal. VI Legislatura Para su conocimiento.- Presente

/

La Pre! rechos
\

i

Dra. Perla 0pmei¿ Gallardo,
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